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PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

decreto legislativo
nº 1104

decreto legislativo QUe ModiFica la
legislaciÓn soBre PÉrdida de doMinio

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO

Que, el Congreso de la República por Ley Nº 29815
y de conformidad con el artículo 104º de la Constitución
Política del Perú, ha delegado en el Poder Ejecutivo la
facultad de legislar sobre materias específicas, entre las
que figuran la modificación de la legislación que regula el
proceso de pérdida de dominio para ampliar sus alcances
a los delitos vinculados a la minería ilegal, fortalecer la
investigación y procedimiento, así como perfeccionar
la incautación, decomiso y destrucción de los objetos,
instrumentos o efectos del delito y su administración,
según el caso;

Que, conforme a los alcances de la delegación de
facultades legislativas, es conveniente efectuar una
reforma normativa conducente a asegurar que la pérdida
de dominio sea aplicable con eficacia a los delitos en los
que ya opera y que se amplíen sus alcances a otros tipos
penales referidos a la minería ilegal y al medio ambiente,
así como los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo,
secuestro, extorsión, trata de personas, lavado de activos,
delitos aduaneros, defraudación tributaria, concusión,
peculado, cohecho, tráfico de influencias, enriquecimiento
ilícito y otros delitos y acciones que generen efectos o
ganancias ilegales;

Que, es conveniente asegurar que el Estado cuente
con los instrumentos legales que permitan una firme
lucha contra el crimen organizado dentro del cual
se insertan las actividades de minería ilegal, lo que
requiere estatuir un ordenamiento eficaz de pérdida de
dominio y del sistema de incautaciones o decomisos de
objetos, instrumentos, efectos y ganancias provenientes
del delito;

Que, la legislación actual sobre pérdida de dominio
adolece de diversas deficiencias e imprecisiones en
relación a su ámbito de aplicación, lo que ha generado
serias dificultades en los operadores jurídicos para
su aplicación práctica como herramienta destinada
a recuperar los bienes o ganancias provenientes de
actividades delictivas, al coexistir en la práctica con
las normas generales y especiales sobre incautación
y decomiso de bienes, lo cual hace indispensable
determinar con claridad el marco normativo aplicable y las
competencias específicas en cada caso;

Que, la pérdida de dominio constituye una regulación
de orden procesal que, por el principio de igualdad, debe
ser aplicable a todos los delitos que, por su lesividad y
trascendencia social, ameritan la intervención inmediata y
severa del Estado, incluyendo la minería ilegal, a efectos
de potenciar la eficacia de la lucha contra el crimen
organizado y contar, de este modo, con las herramientas
legales que puedan ser aplicadas de modo transversal y
conforme a procedimientos legales claros, pertinentes y
eficaces;

Que, de igual modo, es necesario contar con una
mejor regulación sobre la recepción, calificación, custodia,
seguridad, conservación, administración, asignación en
uso, disposición, subasta y, en su caso, devolución de

requiere ajustes importantes para una mayor eficacia en
la forma en que se disponen de los mismos;

Que, es preciso también contar con las facultades que
permitan que los bienes riesgosos, peligrosos o dañinos a
la seguridad pública y que sean objeto del delito de minería
ilegal y otros ilícitos conexos, puedan ser destruidos;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104º
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la

República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEGISLACIÓN SOBRE PÉRDIDA DE DOMINIO

Artículo 1º.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto regular

la aplicación y los procesos de pérdida de dominio, así
como establecer los mecanismos de distribución y
administración de los bienes o fondos recaudados.

Artículo 2º.- Concepto y ámbito de aplicación

2.1. La pérdida de dominio es una consecuencia
jurídico-patrimonial a través de la cual se declara
la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos y
ganancias del delito a favor del Estado por sentencia
de la autoridad jurisdiccional, mediante un debido
proceso.

2.2.Se aplica cuando se trate de objetos, instrumentos,
efectos o ganancias de los siguientes delitos: tráfico
ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata
de personas, lavado de activos, delitos aduaneros,
defraudación tributaria, concusión, peculado, cohecho,
tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito, delitos
ambientales, minería ilegal y otros delitos y acciones
que generen efectos o ganancias ilegales en agravio del
Estado.

Artículo 3º.- Criterios de aplicación
A efectos de la aplicación del presente Decreto

Legislativo debe tenerse en cuenta que:

a) Se reconoce la firmeza del título del tercero de
buena fe y a título oneroso.

b) La acción de pérdida de dominio prescribe a los
veinte (20) años.

c) Se puede incoar la acción de pérdida de dominio
aun cuando se haya extinguido la acción penal por el delito
del cual se derivan los objetos, instrumentos, efectos o
ganancias, inclusive en contra de los sucesores que estén
en poder de éstos.

Artículo 4º.- Supuestos de procedencia de la
pérdida de dominio

La pérdida de dominio procede cuando se presuma
que los objetos, instrumentos, efectos o ganancias
provienen de la comisión de los hechos delictivos referidos
en el artículo 2º del presente Decreto Legislativo y cuando
concurran alguno o algunos de los siguientes supuestos:

a) Cuando por cualquier causa, no es posible iniciar o
continuar el proceso penal.

b) Cuando el proceso penal ha concluido por cualquier
causa, sin haberse desvirtuado el origen delictivo de los
objetos, instrumentos, efectos o ganancias del delito o su
utilización en la comisión del delito.

c) Cuando los objetos, instrumentos, efectos o
ganancias se descubriesen con posterioridad a la etapa
intermedia del proceso o luego de concluida la etapa de
instrucción.

d) Cuando habiendo concluido el proceso penal, los
objetos, instrumentos, efectos o ganancias se descubren
con posterioridad.
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bienes incautados, así como aquellos involucrados en lapérdida de dominio, en la medida que se ha reportado
que los bienes incautados a la minería ilegal y de otras
actividades delictivas vienen sufriendo deterioro y
generando altos costos en su administración, lo que

En los demás casos no previstos en los incisos
anteriores, se aplicarán las competencias, mecanismos
y procedimientos contemplados en las normas sobre
incautación o decomiso de bienes.
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Artículo 5º.- Bienes afectados

5.1. La pérdida de dominio se aplica en los supuestos
del artículo anterior sobre aquellos objetos, instrumentos,
efectos o ganancias que se encuentran en aparente
propiedad o posesión de persona natural o jurídica y que
por fundadas evidencias se presume son producto directo
o indirecto de actividad delictiva.

5.2. También procede sobre bienes de la titularidad
del agente del delito cuando se determine que el delito
cometido ha generado efectos o ganancias; o los que se
mantienen ocultos; o han sido transferidos a terceros,
quienes han adquirido un título firme sobre los mismos.

5.3. Asimismo, procede sobre bienes de origen lícito
que se confundan, mezclen o resulten indiferenciables
con alguno de los bienes mencionados en los párrafos
anteriores, en cuyo caso se presumirá su ilicitud.

5.4. Tratándose de organizaciones criminales procede
la pérdida de dominio aun cuando no se trate de bienes
que constituyan objetos, instrumentos, efectos o ganancias
del delito, siempre que estén dedicados al uso o servicio
de la organización criminal.

Artículo 6º.- De la obligación de informar sobre la
existencia de bienes sujetos a la presente acción

6.1. El Fiscal, el Juez, el Procurador Público, el Notario
Público, el Registrador Público, cualquier servidor o
funcionario público o cualquier otra persona obligada por
ley, especialmente las pertenecientes al sistema bancario
y financiero que, en el ejercicio de sus actividades o
funciones tome conocimiento de la existencia de objetos,
instrumentos, efectos o ganancias del delito, deberán
informarlo al Ministerio Público, en un plazo no mayor de
diez (10) días naturales de haber tomado conocimiento
del hecho.

6.2. Se reservará la identidad de cualquier persona
natural o jurídica que proporcione la información a que se
refiere el numeral precedente, sin perjuicio de brindarle las
medidas de protección adecuadas. El Ministerio Público
emitirá las disposiciones reglamentarias pertinentes.

6.3. En el supuesto que la información proporcionada
sea falsa, tendenciosa o con el propósito de ocasionar
perjuicio, la persona natural o jurídica que proporcione la
misma, asume las responsabilidades civiles, penales o
administrativas correspondientes.

6.4. Las autoridades competentes, para efectos de
la aplicación del presente Decreto Legislativo, podrán
solicitar información a los Estados, organismos y entidades
internacionales habilitados para este efecto por tratados o
convenios de cooperación.

Artículo 7º.- De la naturaleza del proceso
El proceso de pérdida de dominio materia de la

presente norma, es de naturaleza jurisdiccional, de
carácter real y de contenido patrimonial y procederá
sobre cualquier derecho real, principal o accesorio,
independientemente de quien los tenga en su poder o
los haya adquirido y sobre los bienes comprometidos. Se
tramita como proceso especial, constituyendo un proceso
distinto e independiente de cualquier otro.

Artículo 8º.- Normas aplicables
El proceso de pérdida de dominio se sujeta a

las disposiciones del presente Decreto Legislativo.
Supletoriamente se aplicarán las reglas del Código
Procesal Penal, aprobado por el Decreto Legislativo Nº
957, del Código de Procedimientos Penales, del Código
Procesal Civil y demás normas pertinentes.

Artículo 9º.- Del debido proceso

9.1. En el trámite previsto en la presente norma se
garantiza el debido proceso, pudiendo quien se considere
afectado, ejercer los derechos que la Constitución Política

la parte afectada acredite el origen lícito de los bienes,
aportando el material probatorio que corresponda.

Artículo 10º.- De la competencia

10.1. El proceso será conocido en primera instancia
por el Juez Especializado en lo Penal o Mixto del lugar
donde se encuentren ubicados o se descubran los
objetos, instrumentos, efectos o ganancias vinculados
a cualquiera de los delitos mencionados en el artículo
2º y en los supuestos de aplicación referidos en el
artículo 4º del presente Decreto Legislativo, quedando
a salvo la asignación o determinación de competencias
especializadas creadas por el Ministerio Público y
el Poder Judicial. De haberse iniciado proceso penal
relacionado a los delitos establecidos en el artículo
2º del presente del presente Decreto Legislativo y de
existir en dicho lugar objetos, instrumentos, efectos o
ganancias del delito, será competente para conocer el
proceso de pérdida de dominio el Juez que conoce el
proceso penal.

10.2. Si se encuentran bienes en distintos distritos
judiciales, es competente el Juez del distrito en donde
se inicie la primera investigación a cargo del Ministerio
Público.

10.3. Si con posterioridad al inicio del proceso de
pérdida de dominio se toma conocimiento de la existencia
de otros objetos, instrumentos, efectos o ganancias del
delito vinculados al objeto de este proceso, ubicados en
distintos lugares, mantiene la competencia el Juez que
conoce la primera demanda.

10.4. La Sala Penal o Mixta del mismo Distrito
Judicial en el que se tramitó la pérdida de dominio es
competente para conocer, en segunda y última instancia,
las apelaciones que formulen las partes contra las
medidas cautelares, la sentencia y otras resoluciones
susceptibles de impugnación conforme al presente
Decreto Legislativo.

Artículo 11º.- Del inicio de la investigación
El Fiscal inicia la investigación de pérdida de dominio

de oficio o por comunicación de cualquiera de las personas
o entidades mencionadas en el artículo 6º del presente
Decreto Legislativo.

Artículo 12º.- De las medidas cautelares

12.1. El Fiscal, de oficio o a pedido del Procurador
Público, podrá solicitar al Juez competente las medidas
cautelares que considere más adecuadas para garantizar
la eficacia del proceso de pérdida de dominio sobre los
objetos, instrumentos, efectos y ganancias de los delitos
señalados en el artículo 2º y en los supuestos del artículo
4º del presente Decreto Legislativo.

12.2. En el caso de bienes inscribibles el Registrador
público deberá inscribir la medida cautelar ordenada,
bajo responsabilidad, sin perjuicio de que se disponga
la asignación o utilización inmediata de los mismos,
recurriendo a los mecanismos legales pertinentes en
caso se encuentren ocupados. Tratándose de bienes no
inscribibles, deberá observarse los criterios establecidos
en el Código Procesal Civil.

12.3. En los supuestos previstos en el artículo
105º del Código Penal, cuando existan suficientes
elementos probatorios que vinculen a la persona jurídica
con la comisión del delito y cuando exista peligro de
prolongación de sus efectos lesivos o de comisión de
nuevos delitos de la misma clase o de entorpecimiento
de la averiguación de la verdad, el Fiscal instará al Juez
a dictar, según corresponda, la clausura temporal de sus
locales o establecimientos, la suspensión temporal de
todas o algunas de sus actividades, el nombramiento
de un administrador judicial o la vigilancia judicial de la
persona jurídica.

12.4. La solicitud de medida cautelar deberá ser
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y las leyes le reconocen.9.2. La carga de la prueba de la vinculación de los
objetos, instrumentos, efectos o ganancias con el delito
o con la organización criminal, según sea el caso, le
corresponde al Ministerio Público, sin perjuicio de que

resuelta por el Juez dentro de las veinticuatro (24) horasde solicitada. De ser necesaria la inscripción de la medida
deberá cursarse los partes judiciales en el mismo acto en
el que se concede. Asimismo, se podrá solicitar al Juez la
autorización para la disposición de los bienes perecibles
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o de otros, cuya custodia sea excesivamente onerosa o
peligrosa.

12.5. Las medidas cautelares podrán solicitarse,
concederse y ejecutarse incluso antes de poner en
conocimiento de los posibles afectados el inicio de la
investigación establecida en el artículo 11º del presente
Decreto Legislativo. Las medidas dispuestas en el
proceso penal mantendrán su eficacia hasta que el
Juez del proceso de pérdida de dominio disponga lo
pertinente.

12.6. La resolución judicial que concede las medidas
cautelares es apelable dentro de los tres (3) días hábiles
de notificada y la concesión del recurso impugnativo no
tiene efecto suspensivo. La Sala debe fijar fecha para
la vista de la causa dentro de los cinco (5) días hábiles
siguientes a su elevación y absolver el grado en la misma
audiencia. Excepcionalmente, cuando los hechos revistan
especial complejidad, puede aplazarse el pronunciamiento
hasta tres (3) días hábiles posteriores a la realización de
la vista de la causa.

Artículo 13º.- Del proceso

13.1. Del desarrollo de la investigación preliminar

a) El Fiscal inicia la investigación preliminar mediante
decisión debidamente motivada una vez que toma
conocimiento de la existencia de objetos, instrumentos,
efectos o ganancias del delito conforme a lo dispuesto en
el presente Decreto Legislativo.

b) El Fiscal en la investigación preliminar contará con
la participación de la Policía Nacional del Perú a través de
sus órganos especializados, así como de otras entidades
públicas o privadas y con el auxilio de los peritos
correspondientes.

c) Asimismo, el Fiscal podrá solicitar al Juez la adopción
de las medidas cautelares que resulten adecuadas y
el levantamiento del secreto bancario, el secreto de las
comunicaciones, la reserva tributaria y la reserva bursátil.

d) La investigación preliminar se realiza en un plazo no
mayor de noventa (90) días hábiles; excepcionalmente,
mediante resolución motivada, podrá prorrogarse por un
plazo igual.

13.2. De la conclusión de la investigación
preliminar

Concluida la investigación preliminar, el Fiscal podrá:

a) Demandar ante el Juez competente la declaración
de pérdida de dominio, adjuntando los medios probatorios
pertinentes con copias suficientes para quienes deban ser
notificados.

b) Archivar la investigación preliminar, decisión que
podrá ser objeto de queja por el Procurador Público o el
denunciante, de ser el caso, dentro de los cinco (5)días
hábiles de notificada. El Fiscal Superior Penal conocerá
de la queja interpuesta, debiendo pronunciarse dentro de
los diez (10) días hábiles de recibidos los actuados, con
conocimiento del Procurador Público o del denunciante,
de ser el caso. De considerarla fundada, ordenará al
Fiscal Provincial presentar la demanda de pérdida de
dominio ante el Juez competente; en caso contrario,
aprobará el archivo, lo que no constituye cosa juzgada
material. Para efectos de iniciar una nueva investigación,
al amparo del presente Decreto Legislativo, se requerirán
nuevos elementos de prueba.

13.3. De la actuación judicial
Durante la tramitación del proceso se observarán las

siguientes reglas:

a) Recibida la demanda de pérdida de dominio
presentada por el Ministerio Público, el Juez dentro del
plazo de tres (3) días hábiles, deberá expedir resolución
debidamente fundamentada. En caso de advertir la

procede el recurso de apelación dentro del plazo de cinco
(5) días hábiles.

b) La resolución admisoria se notifica dentro de
los dos (2) días hábiles siguientes a su expedición,
personalmente y mediante publicaciones. La notificación
personal se realizará mediante cédula a las personas que
pudieran resultar directamente afectadas y figuren como
titulares de derechos reales principales o accesorios o
de cualquier otra titularidad patrimonial, de conformidad
con lo previsto en los artículos 160º y 161º del Código
Procesal Civil. Se procederá a la publicación mediante
edictos del auto admisorio de la demanda por tres (3) días
naturales consecutivos en el Diario Oficial y en otro de
amplia circulación de la localidad donde se encuentre el
Juzgado.

A falta de diarios en la localidad donde se
encuentre el Juzgado, la publicación se hace en
la localidad más próxima que los tuviera y el edicto
se fijará, además, en la tablilla del Juzgado y en los
sitios que aseguren su mayor difusión. El Juez podrá
ordenar además que se publicite el objeto de la
notificación mediante radiodifusión, por tres (3) días
naturales consecutivos. Esta notificación se acreditará
agregando al expediente declaración jurada expedida
por la empresa radiodifusora, en donde constará el
texto del anuncio y los días y horas en que se difundió.
La resolución se tendrá por notificada el día siguiente
de la última transmisión radiofónica.

La notificación por edictos o radiodifusión tiene por
objeto emplazar a todas las personas que se consideren
con legítimo interés en el proceso, para que comparezcan
a hacer valer sus derechos.

c) El Juez procede a la designación de curador
procesal cuando no se ha ubicado al destinatario de la
notificación personal y ha transcurrido el plazo de diez (10)
días naturales de haberse efectuado la última notificación.
Cuando se trate de persona incierta o con domicilio
desconocido, se observará el mismo procedimiento.

d) El presunto afectado o el curador procesal podrán
absolver la demanda de pérdida de dominio dentro de los
diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de la
resolución admisoria, con los medios probatorios que a su
derecho convenga.

e) Mediante auto motivado, el Juez admite los medios
probatorios que estime pertinentes, conducentes y útiles
ofrecidos por los sujetos procesales, señalando día y hora
para la Audiencia de Actuación de Medios Probatorios,
la que deberá realizarse dentro de los quince (15) días
hábiles siguientes. La resolución que deniega la admisión
de prueba podrá ser apelada dentro de los tres (3) días
hábiles siguientes a la notificación, la que será concedida
sin efecto suspensivo.

f) La audiencia referida en el literal e) debe realizarse
en un solo acto, en el local del Juzgado y deberán actuarse
los medios probatorios admitidos con participación directa
del Juez, bajo responsabilidad. Excepcionalmente, cuando
el caso revista especial complejidad, la referida audiencia
podrá suspenderse y continuarse al día hábil siguiente.

g) Sólo la observación al dictamen pericial dispuesto
por el juzgado, acompañada de dictamen pericial de
parte, dará lugar a una Audiencia Complementaria de
Actuación de Medios Probatorios, a realizarse en un
plazo no mayor de cinco (5) días hábiles de efectuada la
primera audiencia.

h) Concluida la actuación de medios probatorios, en
cualquiera de los casos a que se refieren los literales
f) y g), el Fiscal, el Procurador Público, el curador
procesal y los abogados de los presuntos afectados, en
este orden, podrán presentar sus respectivos alegatos.
Acto seguido, en la misma Audiencia, el Juez dictará
sentencia. Excepcionalmente, cuando el caso revista
especial complejidad, la expedición de la sentencia podrá
suspenderse hasta por diez (10) días hábiles.

i) Contra la sentencia que declare la pérdida de dominio
o la que la desestime, sólo procede recurso de apelación,
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ausencia de algún requisito formal la declarará inadmisible,concediendo un plazo de tres (3) días hábiles para la
subsanación. Vencido dicho plazo, si no se subsana, se
archiva la demanda. Contra la resolución que declara
improcedente la demanda o el archivo de la misma, sólo

el cual se interpone debidamente fundamentado dentrodel plazo de cinco (5) días hábiles siguientes a su
notificación. En el caso de expedirse la sentencia en el
acto de la Audiencia de Actuación de Medios Probatorios
o en su complementaria, el afectado podrá presentar la
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apelación debidamente fundamentada dentro del mismo
plazo.

j) La Sala debe fijar fecha para la vista de la causa
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su
elevación y absolver el grado dentro de los quince (15)
días hábiles de realizada la vista.

Artículo 14º.-Nulidad

14.1. Los pedidos de nulidad que formulen las partes
serán resueltos de inmediato, sin previo trámite, salvo que
el Juez requiera información esencial para resolver, en
cuyo caso correrá traslado a los demás sujetos procesales
por el plazo de un (1) día hábil. Con absolución o sin ella,
el Juez deberá resolver al día hábil siguiente.

14.2. Si la nulidad es planteada en la Audiencia de
Actuación de Medios Probatorios, será resuelta previo
traslado en dicho acto a los demás sujetos procesales.

14.3. El Juez podrá declarar de oficio la nulidad, de
existir vicios insubsanables; caso contrario convalidará,
subsanará o integrará el acto procesal.

14.4. La resolución que resuelve un pedido de nulidad
es recurrible dentro de los tres (3) días hábiles siguientes
a la notificación o, si es emitida en la misma audiencia,
será recurrible en el mismo acto, sin efecto suspensivo.

Artículo 15º.- De las excepciones
Las excepciones se presentan dentro de los cinco (5)

días hábiles siguientes a la notificación de la demanda y
son puestas en conocimiento de los sujetos procesales
por el plazo de tres (3) días hábiles, para que expongan lo
conveniente a su derecho. Las excepciones se resuelven
en la sentencia.

Artículo 16º.- De los terceros
Los terceros afectados podrán intervenir en el proceso

ofreciendo los medios probatorios idóneos que acrediten
fehacientemente el derecho invocado.

Artículo 17º.- De los efectos de la sentencia

17.1. La sentencia que declara la pérdida de dominio
y la extinción de los derechos o cualquier titularidad
patrimonial y la cancelación de los gravámenes o
cualquier otra limitación a la disponibilidad o el uso del
bien, dispondrá además su transferencia y/o titularidad
en favor del Estado. Dicha resolución se inscribirá en el
Registro Público respectivo.

17.2. La sentencia que desestime la demanda, en
todo o en parte, dispondrá además el levantamiento
o cancelación de las medidas cautelares dictadas o
ejecutadas y la restitución del bien o de cualquier otra
titularidad patrimonial o de su valor, más los intereses
legales que correspondan, respecto del bien o los bienes
liberados.

Artículo 18º.- Subasta pública
Además de los supuestos de asignación o utilización

temporal o definitiva, los bienes o derechos cuya
titularidad se declara en favor del Estado podrán ser
subastados públicamente dentro de los noventa (90) días
naturales siguientes. El Reglamento del presente Decreto
Legislativo determinará la forma y procedimientos de la
subasta pública.

Artículo 19º.- De la cooperación internacional
Los convenios internacionales de cooperación y

asistencia legal o judicial, así como cualquier otro
convenio internacional que regule la colaboración
internacional en materia de decomiso y de localización,
identificación, recuperación, repatriación y de pérdida
o extinción del dominio de bienes, son aplicables a los
casos previstos en el presente Decreto Legislativo.
En esta materia, el Estado podrá celebrar acuerdos
bilaterales o multilaterales de cooperación para facilitar
la administración de bienes.

PERÚ Presidencia
del Consejo de Ministros

Autoridad Nacional
del Servicio Civil

Oficina
de Asesoría Jurídica

"Año de la Integración Nacional y el Reconocimiento de Nuestra Diversidad"

"Decenio de las Personas con Discapacidad en el Perú"

COMUNICADO

Entrada en vigencia de la Ley que establece la eliminación progresiva
del régimen laboral especial de Contratación Administrativa

de Servicios   CAS y otorga derechos laborales

Se pone en conocimiento de las entidades públicas y de la ciudadanía en general que a partir del 7 de abril
de 2012 ha entrado en vigencia la Ley Nº 29849, Ley que establece la eliminación progresiva del Régimen
Especial del Decreto Legislativo Nº 1057 y otorga derechos laborales.

Al respecto, SERVIR, como ente rector del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, ha
elaborado una lista de preguntas frecuentes sobre los aspectos más resaltantes de dicha norma, a fin de dar
respuesta a numerosas consultas recibidas y alcanzar la correcta y oportuna aplicación de las disposiciones
contenidas en la Ley Nº 29849.

En consecuencia, invitamos a visitar el enlace http://www.servir.gob.pe/cas de nuestro portal institucional,
donde se encuentra la interpretación del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos.

Lima, 16 de abril de 2012
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DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Prioridad para la incautación o
decomiso

El Juez, a pedido del Fiscal o del Procurador Público,
bajo responsabilidad y con carácter prioritario, atendiendo
a la naturaleza del proceso de pérdida de dominio que
este Decreto Legislativo establece, determinará, cuando
corresponda, la incautación o decomiso de los objetos,
instrumentos, efectos y ganancias del delito, asegurando
su titularidad en favor del Estado para evitar su uso
indebido o ilícito.

Segunda.- Creación de la CONABI
Créase la Comisión Nacional de Bienes Incautados

- CONABI, adscrita a la Presidencia del Consejo de
Ministros, para la recepción, registro, calificación,
custodia, seguridad, conservación, administración,
arrendamiento, asignación en uso temporal o definitiva,
disposición y venta en subasta pública, de los
objetos, instrumentos, efectos y ganancias generadas
por la comisión de delitos en agravio del Estado
correspondientes al presente Decreto Legislativo, así
como los contemplados en las normas ordinarias o
especiales sobre la materia.

Para el cumplimiento de sus funciones la CONABI
puede disponer del concurso y colaboración de todas las
entidades del Poder Ejecutivo y demás organismos del
sector público en los ámbitos nacional, regional y local,
incluidas las empresas del Estado, los que no pueden
negar su cooperación para la custodia, administración
y conservación temporal de los objetos, instrumentos,
efectos y ganancias del delito conforme a lo dispuesto por
este Decreto Legislativo y las demás normas ordinarias o
especiales.

Tercera.- Conformación de la CONABI
La CONABI cuenta con un Consejo Directivo que está

conformado de la siguiente manera:

a) Un representante de la Presidencia del Consejo de
Ministros, quien la presidirá;

b) Un representante del Poder Judicial;
c) Un representante del Ministerio Público;
d) Un representante del Ministerio de Justicia y

Derechos Humanos;
e) Un representante del Ministerio del Interior;
f) Un representante del Ministerio de Economía y

Finanzas;
g) Un representante del Ministerio de Defensa;
h) Un representante del Consejo de Defensa Jurídica

del Estado.

Cada entidad designará a sus representantes en un
plazo no mayor de quince(15) días naturales siguientes a
la publicación del presente Decreto Legislativo.

La CONABI cuenta con una Secretaría Ejecutiva
responsable de las tareas propias de su competencia.
El Reglamento de la CONABI determinará las funciones
del Consejo Directivo y de la Secretaría Ejecutiva y los
procedimientos a que se refiere el presente Decreto
Legislativo, así como los contemplados en las normas
sobre incautación o decomiso de bienes, durante la
investigación policial o proceso judicial.

Cuarta.- Funciones de la CONABI
Son funciones de la CONABI las siguientes:

a) Recibir, registrar, calificar, custodiar, asegurar,
conservar, administrar, asignar en uso, disponer la venta
o arrendamiento en subasta pública y efectuar todo
acto de disposición legalmente permitido de los objetos,
instrumentos, efectos y ganancias de delitos cometidos
en agravio del Estado.

b) Organizar y administrar el Registro Nacional de

y decomisados, para proceder conforme a sus
atribuciones.

d) Designar, cuando corresponda, administradores,
interventores, depositarios o terceros especializados para
la custodia y conservación de los objetos, instrumentos,
efectos y ganancias de delitos cometidos en agravio del
Estado.

e) Disponer, de manera provisoria o definitiva, de
los objetos, instrumentos, efectos y ganancias del
delito incautados o decomisados, así como subastar y
administrar los mismos.

f) Dictar las medidas que deberán cumplir las entidades
del sector público para el correcto mantenimiento,
conservación y custodia de los objetos, instrumentos,
efectos y ganancias de delitos cometidos en agravio del
Estado.

g) Conducir, directa o indirectamente, cuando
corresponda, las subastas públicas de los objetos,
instrumentos, efectos y ganancias de delitos cometidos en
agravio del Estado, que sean incautados o decomisados.

h) Disponer, al concluir el proceso o antes de
su finalización y previa tasación, que los objetos,
instrumentos, efectos y ganancias del delito, incautados o
decomisados, sean asignados en uso al servicio oficial de
las distintas entidades del Estado, así como de entidades
privadas sin fines de lucro.

i) Disponer el destino de los recursos producto de las
subastas públicas.

j) Suscribir los convenios de administración de objetos,
instrumentos, efectos y ganancias de delitos cometidos
en agravio del Estado, con entidades públicas y privadas.

k) Proponer el presupuesto de la CONABI y los
recursos destinados al mantenimiento, conservación y
custodia de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias
de delitos cometidos en agravio del Estado.

l) Las demás que señale el Reglamento.

Quinta.- Incautación de recursos financieros
Establézcase que los recursos financieros incautados

o decomisados se depositan en las cuentas que determine
la Dirección General de Endeudamiento y Tesoro Público
- DGETP del Ministerio de Economía y Finanzas, en
coordinación con la CONABI.

Sexta.- Facultades de la CONABI para subasta
y liquidación de objetos, instrumentos, efectos y
ganancias generadas por la comisión de delitos en
agravio del Estado

6.1. Determinada la responsabilidad penal del
imputado por sentencia condenatoria consentida o
ejecutoriada conforme a la normatividad ordinaria de la
materia y, en su caso, producida la pérdida de dominio
de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias del
delito conforme al presente Decreto Legislativo, la
CONABI procederá a la subasta pública de los bienes,
dando cuenta al Juez.

6.2. Dicha entidad también está autorizada a
subastar antes de la conclusión del proceso, los objetos,
instrumentos, efectos y ganancias del delito incautados
o decomisados que por su naturaleza o características
puedan ser objeto de pérdida o deterioro, así como
cuando el valor de su custodia o conservación sea muy
oneroso. En estos supuestos, se procede a la valorización
o tasación de los bienes y efectos y se producirá la subasta
pública de los mismos, dando cuenta al Juez. En caso
se absuelva judicialmente a los imputados, la CONABI
procede a la devolución del monto de la subasta, así
como al pago de los intereses legales generados desde
la fecha de su tasación.

6.3. La CONABI puede encargar a las entidades del
Estado que custodian los objetos, instrumentos, efectos
y ganancias del delito incautados o decomisados,
la subasta pública de los mismos. En estos casos,
luego de deducidos los gastos de administración, se
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Bienes Incautados - RENABI, que contiene la relacióndetallada de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias
de delitos cometidos en agravio del Estado.

c) Solicitar y recibir de la autoridad policial, fiscal
y judicial la información sobre los bienes incautados

depositará el monto líquido en la cuenta que determinela CONABI.
6.4. La subasta levanta los gravámenes, cargas o

derechos de uso o disfrute, arrendamientos o contratos
de opción y demás actos que se hayan anotado o
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inscrito, disponiéndose la entrega inmediata del bien
a su adjudicatario luego de suscrita la documentación
correspondiente, siendo de aplicación supletoria el
Código Procesal Civil y otras normas que resulten
pertinentes.

6.5. Queda prohibida toda anotación o inscripción
de actos o contratos con posterioridad a la medida de
incautación o decomiso ordenada por la autoridad judicial,
quedando la partida registral bloqueada.

6.6. Por Decreto Supremo se determinará la
distribución del producto de la subasta pública, el cual
se usará preferentemente para la lucha contra la minería
ilegal, la corrupción y el crimen organizado.

Sétima.- Información sobre incautación
La Policía Nacional del Perú, el Fiscal, el Juez o la

autoridad correspondiente, informarán a la CONABI
inmediatamente de producida la incautación o decomiso
para su registro y demás funciones a cargo de esta
entidad.

Octava.- Facultad para destrucción de bienes
peligrosos o dañinos

Podrán ser destruidos o inutilizados por la Policía
Nacional del Perú o la autoridad competente aquellos
objetos, instrumentos, efectos o ganancias del delito, en
el lugar en que se encuentren o en un lugar en que no se
genere riesgo a terceros, cuando:

a) Sean peligrosos o dañinos para la seguridad
pública;

b) Hayan servido, sirvan o sean objeto para la comisión
de ilícitos penales;

c) Generen perjuicio a derechos de terceros;
d) Sean nocivos a bienes jurídicos protegidos.

En estos casos, el representante del Ministerio Público,
para asegurar la conservación del carácter probatorio
del elemento o elementos destruidos o inutilizados,
levantará el acta de constatación respectiva, con los
medios de prueba idóneos, pudiendo ser éstos fílmicos
o fotográficos.

Excepcionalmente, en los casos de inminente peligro
o daño irreparable que pueda significar la existencia de
los objetos señalados en el párrafo anterior, se faculta a
la Policía Nacional del Perú o la autoridad competente a
su destrucción o inutilización dando cuenta inmediata al
Ministerio Público, levantando el acta respectiva.

Novena.- Custodia de drogas ilegales,
estupefacientes o sustancias psicotrópicas e insumos
químicos

La Policía Nacional del Perú será la encargada de
la custodia de las drogas ilegales, estupefacientes o
sustancias psicotrópicas, para su oportuna y eficaz
destrucción; para tales efectos, informará a la CONABI de
manera inmediata acerca de las incautaciones realizadas
y la destrucción a la que hubiere lugar.

Décima.- Custodia y disposición de insumos
químicos

La custodia y disposición de los insumos químicos
incautados o decomisados, así como de los medios de
transporte utilizados para su traslado, se rige de acuerdo a
la competencia y procedimiento dispuestos por el artículo
6º del Decreto Legislativo Nº 1103.

Undécima.- Competencia del Ministerio Público
El Ministerio Público, en tanto titular de la acción penal,

ejerce sus funciones de conformidad con las normas y
reglamentos que garantizan la seguridad, conservación,
seguimiento, control y cadena de custodia de los objetos,
instrumentos, efectos o ganancias del delito. Dentro del
plazo máximo de diez (10) días naturales deberá informar
a la CONABI sobre los bienes incautados o decomisados

Duodécima.- Glosario
Para efectos del presente Decreto Legislativo se

considera:

a) Objeto del delito: bienes muebles o inmuebles sobre
los que recae la acción delictiva.

b) Instrumentos del delito: Bienes o medios utilizados
o destinados a ser utilizados, de cualquier forma, en
su totalidad o en parte, a cometer o intentar cometer el
delito.

c) Efectos del delito: Bienes muebles, inmuebles,
semovientes y otros animales directamente derivados de
la acción delictiva.

d) Ganancias del delito: Los efectos mediatos o
indirectos del delito, es decir, los frutos o rentas de éste.

e) Subasta pública: procedimiento administrativo,
regido por los principios de transparencia, competitividad
y legalidad, destinado a adjudicar en arrendamiento o
en venta los objetos, instrumentos, efectos o ganancias
del delito, a fin de garantizar la mejor opción a favor del
Estado.

Decimotercera.- Delitos tributarios y aduaneros
Exclúyase del ámbito de competencia funcional

de la CONABI a los bienes incautados o decomisados
provenientes de la comisión de delitos tributarios y
aduaneros, los mismos que se rigen de acuerdo a lo
dispuesto por el Decreto Legislativo Nº 1053 - Ley
General de Aduanas, la Ley Nº 28008 - Ley de los Delitos
Aduaneros y demás normas sobre la materia.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
TRANSITORIAS

Primera.- Competencia funcional para el proceso
de pérdida de dominio

En los Distritos Judiciales en los que se encuentre
vigente el Código Procesal Penal aprobado por el
Decreto Legislativo Nº 957, será competente para
conocer el proceso de pérdida de dominio en primera
instancia, el Fiscal Provincial Penal así como el Juez de
la Investigación Preparatoria. En aquellos lugares donde
aún no se encuentre vigente dicho Código Procesal, será
competente el Fiscal Provincial Penal o Mixto y el Juez
Especializado Penal o Mixto, según corresponda.

Segunda.- Transferencias para la CONABI
La CONABI asume el objeto, bienes, presupuesto y

competencias de:

a. El Fondo Especial de Administración de Dinero
Obtenido Ilícitamente en Perjuicio del Estado - FEDADOI;

b. La Comisión de Administración de Bienes Incautados
y Decomisados - COMABID, del Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos;

c. La Oficina Ejecutiva de Control de Drogas -
OFECOD, del Ministerio del Interior.

En un plazo no mayor de noventa (90) días hábiles
computados desde el día siguiente de entrada en vigencia
del presente Decreto Legislativo, dichas entidades
informarán y, de ser el caso, transferirán progresivamente
a la CONABI, bajo responsabilidad, la totalidad de los
bienes, dinero y especies incautadas y decomisadas
que obren en su poder, debidamente inventariados,
señalando el estado situacional en que se encuentren, su
ubicación territorial y entregando el acervo documentario
a su cargo. En tanto no opere la transferencia, la entidad
transferente mantiene la responsabilidad de la custodia y
administración de los bienes a su cargo.

De resultar necesario, y para efecto de la transferencia
de créditos presupuestarios de los pliegos respectivos a
favor de la Presidencia del Consejo de Ministros, ésta
se realiza mediante Decreto Supremo refrendado por el
Ministerio de Economía y Finanzas, a propuesta de la
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y las medidas iniciales de custodia y conservación, paraque ésta proceda conforme a lo previsto en el presente
Decreto Legislativo. Para el debido cumplimiento de estos
fines, las entidades del sector público deberán cooperar
con el Ministerio Público.

Presidencia del Consejo de Ministros.

Tercera.- Normas de adecuación
Las investigaciones preliminares y los procesos

sobre pérdida de dominio que se encuentren en trámite,

NORMAS LEGALES
El Peruano

Lima, jueves 19 de abril de 2012464376

así como las incautaciones o decomisos efectuados en
el marco de los procesos especiales, se adecuarán a lo
dispuesto por el presente Decreto Legislativo y, asimismo,
se ajustarán en cuanto corresponda a las competencias
de CONABI.

Cuarta.- Administración temporal
Mientras dure el proceso de implementación de la

CONABI, la Presidencia del Consejo de Ministros, en los
casos que considere necesario, dispondrá la recepción,
registro, calificación, custodia, seguridad, conservación,
administración, asignación en uso, disposición y venta
en subasta pública, de los objetos, instrumentos, efectos
y ganancias del delito de minería ilegal incautados o
decomisados al amparo de lo dispuesto en los Decretos
Legislativos Nº 1099 y Nº 1100.

Quinta.- Uso de saldos de la Resolución Ministerial
Nº 402-2005-JUS

Los saldos asignados en virtud de la Resolución
Ministerial Nº 402-2005-JUS que a la fecha de entrada en
vigencia del presente Decreto Legislativo no hayan sido
real y efectivamente utilizados, incluyendo aquellos que
se encuentren en el marco de convenios de administración
de recursos, costos compartidos o similares, serán
transferidos a la CONABI, excepto el destinado a
la construcción de pabellones de establecimientos
penitenciarios, cuya ejecución se encuentra a cargo del
Instituto Nacional Penitenciario - INPE.

La CONABI, en un plazo no mayor de noventa (90)
días naturales siguientes a la entrada en vigencia del
presente Decreto Legislativo, transferirá los montos a
que se refiere el párrafo anterior al Ministerio de Justicia
y Derechos Humanos con el objeto de que éste los
destine al cumplimiento de las obligaciones nacionales
e internacionales del Estado Peruano en materia de
Derechos Humanos.

Sexta.- Transferencia de reservas del Decreto
Supremo Nº 039-2005-PCM

El Presidente del Fondo creado en virtud de la Ley
Nº 28476 transferirá al Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos, en un plazo no mayor de diez(10) días hábiles
siguientes a la entrada en vigencia del presente Decreto
Legislativo, el monto reservado en virtud de lo dispuesto
en el artículo 1º del Decreto Supremo Nº 039-2005-PCM,
incluyendo los intereses bancarios generados, dándose
por compensado al Estado Peruano en su condición de
agraviado y, por tanto, cumplida la Cláusula Segunda del
Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República del
Perú y el Gobierno de los Estados Unidos de América con
fecha 12 de enero del 2004.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos destinará
dichos recursos al cumplimiento de las obligaciones
nacionales e internacionales del Estado Peruano en
materia de Derechos Humanos.

Sétima.- Vigencia de las normas sobre incautación
y decomiso

El presente Decreto Legislativo y lo que dispuso durante
su vigencia el Decreto Legislativo Nº 992, modificado por
la Ley Nº 29212, no dejan sin efecto la vigencia de las
demás normas previstas en el ordenamiento jurídico que
regulan la incautación y el decomiso, las mismas que
resultan plenamente aplicables.

Octava.- Autorización a la Superintendencia
Nacional de Aduanas y Administración Tributaria para
disponer de mercancías

8.1. Facúltese a la Superintendencia Nacional de
Aduanas y de Administración Tributaria - SUNAT, para que
durante un (1) año, a partir de la vigencia del presente
Decreto Legislativo, disponga de manera expeditiva de
las mercancías que hayan ingresado a los almacenes

Nº 28008 - Ley de los Delitos Aduaneros, las mismas que
serán rematadas, adjudicadas, destruidas o entregadas
al sector competente, según su naturaleza o estado de
conservación, sin perjuicio de que se encuentren con
proceso administrativo o judicial en trámite. La disposición
de estas mercancías no se regirá por la normatividad
aplicable para la CONABI.

8.2. En caso exista un procedimiento administrativo
por reclamo o apelación en trámite se procederá a notificar
al propietario de la mercancía de acuerdo a lo establecido
en el Código Tributario. En caso exista proceso judicial
en trámite, la SUNAT dará cuenta a la Sala que conoce
del proceso, del acto de disposición en el plazo de diez
(10) días hábiles, computado desde el día siguiente de
efectuada la disposición de la mercancía.

8.3. Las entidades del sector público podrán ser
beneficiadas con la adjudicación de las mercancías
disponiendo de un plazo de veinte (20) días hábiles para
el retiro de éstas, vencido dicho plazo sin que se haya
producido el retiro, la SUNAT queda autorizada para
disponer nuevamente de ellas.

8.4. La SUNAT pondrá a disposición del sector
competente las mercancías restringidas que se
encuentren comprendidas en el numeral 8.1 de la presente
disposición. El referido sector dentro del plazo establecido
en el artículo 186º del Decreto Legislativo Nº 1053 - Ley
General de Aduanas deberá efectuar el retiro de dichas
mercancías o pronunciarse sobre la posibilidad del ingreso
de las mercancías al país. Vencido el citado plazo, y de no
haberse efectuado el retiro de las mercancías o emitido
el pronunciamiento, la SUNAT conforme a la naturaleza
y estado de la mercancía procederá a su adjudicación
o destrucción, previo pronunciamiento de una entidad
especializada en la materia.

8.5. De disponerse administrativa o judicialmente
la devolución de las mercancías, la Dirección General
de Endeudamiento y Tesoro Público del Ministerio de
Economía y Finanzas efectuará el pago del valor de las
mercancías determinado en el avalúo más los intereses
legales correspondientes calculados desde la fecha de su
valoración. Para estos efectos, el valor de las mercancías
corresponderá al de la fecha de su avalúo realizado por
la SUNAT de acuerdo a la Ley de los Delitos Aduaneros o
las Normas de Valoración de la Organización Mundial de
Comercio - OMC, según corresponda. En caso no exista
elementos para efectuar la valoración, éste corresponderá
al valor FOB que se determinará durante el proceso de la
verificación física de dichas mercancías, aplicando para
tal efecto el valor FOB más alto de mercancías idénticas o
similares que se registran en el Sistema de Valoración de
Precios de la SUNAT.

8.6. La SUNAT queda facultada para aprobar las
normas necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto
en la presente disposición.

Novena.-Reglamento
El Reglamento del presente Decreto Legislativo

se emitirá en un plazo no mayor de noventa (90) días
hábiles siguientes a su publicación y será refrendado por
el Presidente del Consejo de Ministros y los Ministros
de Economía y Finanzas, Defensa, Interior y Justicia y
Derechos Humanos.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

Única.- Modificación del Código Procesal Penal
aprobado por el Decreto Legislativo N° 957

Incorpórese el numeral 4 al artículo 223º del Código
Procesal Penal, aprobado por el Decreto Legislativo
Nº 957, en los términos siguientes:

"Artículo 223º.- Remate o subasta del bien
incautado

(...)
4. Cuando se trate de objetos, instrumentos, efectos
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de la SUNAT o a los almacenes aduaneros hasta el31 de agosto de 2011, sea en situación de abandono,
incautadas o comisadas, incluidas las provenientes de la
minería ilegal, procedentes de la aplicación del Decreto
Legislativo Nº 1053 - Ley General de Aduanas o de la Ley

o ganancias de los delitos cuya titularidad haya sidodeclarada a favor del Estado mediante un proceso
de pérdida de dominio y en los casos de incautación o
decomiso de bienes, efectos o ganancias establecidos
en las normas ordinarias por la comisión de delitos en
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Lima, jueves 19 de abril de 2012 464377

agravio del Estado, la Comisión Nacional de Bienes
Incautados - CONABI procederá a la subasta, en la
forma y procedimiento establecido por la normatividad
de la materia. El producto de esta subasta pública se
destinará preferentemente a la lucha contra la minería
ilegal, la corrupción y el crimen organizado, conforme al
Reglamento de la materia".

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Disposición derogatoria
Deróguese el Decreto Legislativo Nº 992, Decreto

Legislativo que regula el proceso de pérdida de dominio,
modificado por la Ley Nº 29212; la Ley Nº 28476, el
artículo 6º de la Ley Nº 28635; los artículos 69º, 78º, 79º,
80º y 81º del Decreto Ley Nº 22095 y las demás normas
que se opongan al presente Decreto Legislativo.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciocho
días del mes de abril del año dos mil doce.

OLLANTA HUMALA TASSO
Presidente Constitucional de la República

ÓSCAR VALDéS DANCUART
Presidente del Consejo de Ministros

DANIEL E. LOzADA CASAPIA
Ministro del Interior

JUAN F. JIMéNEz MAyOR
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

RENé CORNEJO DíAz
Ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento
Encargado del Despacho del Ministerio de
Economía y Finanzas

778570-1

decreto legislativo
nº 1105

decreto legislativo
QUe estaBlece disPosiciones

Para el Proceso de ForMaliZaciÓn
de las actividades de PeQUeÑa MinerÍa

Y MinerÍa artesanal

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº
29815, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad
de legislar, por un plazo de ciento veinte (120) días
calendario, sobre materias relacionadas con la minería
ilegal, entre las que se encuentran la interdicción de la
minería ilegal en relación con la regulación de zonas
de exclusión minera, suspensión de otorgamiento de
concesiones en éstas, uso de dragas y otros artefactos
similares y medidas conexas;

Que, en el marco de dicha Ley, se emitió el Decreto
Legislativo Nº 1100, que regula la interdicción de la
minería ilegal en toda la República y establece medidas
complementarias, entre las que se encuentran medidas
de ordenamiento para la formalización;

Que, es necesario emitir disposiciones complementarias
a las ya establecidas en el dispositivo mencionado en
el considerando anterior, que faciliten las acciones de
formalización a nivel nacional, así como medidas en
materia económica que coadyuven a dichos proceso;

Ha dado el decreto legislativo siguiente

decreto legislativo
QUe estaBlece disPosiciones

Para el Proceso de ForMaliZaciÓn
de las actividades de PeQUeÑa MinerÍa

Y MinerÍa artesanal

Artículo 1º.- Objeto y Ámbito de Aplicación
El presente Decreto Legislativo tiene como objeto

establecer disposiciones complementarias para
implementar el proceso de formalización de la actividad
minera informal de la pequeña minería y de la minería
artesanal, ejercida en zonas no prohibidas para la
realización de dichas actividades a nivel nacional.

Artículo 2º.- Definiciones
Para efectos de lo establecido en el presente Decreto

Legislativo, se define como:

a) Minería Ilegal.- Actividad minera ejercida por
persona, natural o jurídica, o grupo de personas
organizadas para ejercer dicha actividad, usando equipo
y maquinaria que no corresponde a las características de
la actividad minera que desarrolla (Pequeño Productor
Minero o Productor Minero Artesanal) o sin cumplir con
las exigencias de las normas de carácter administrativo,
técnico, social y medioambiental que rigen dichas
actividades, o que se realiza en zonas en las que esté
prohibido su ejercicio.

Sin perjuicio de lo anterior, toda actividad minera
ejercida en zonas en las que esté prohibido el ejercicio de
actividad minera, se considera ilegal.

Esta definición sustituye la definición de minería ilegal
contenida en el Artículo 3º del Decreto Legislativo N º
1100.

b) Minería Informal.- Actividad minera que es
realizada usando equipo y maquinaria que no corresponde
a las características de la actividad minera que desarrolla
(Pequeño Productor Minero o Productor Minero Artesanal)
o sin cumplir con las exigencias de las normas de carácter
administrativo, técnico, social y medioambiental que
rigen dichas actividades, en zonas no prohibidas para la
actividad minera y por persona, natural o jurídica, o grupo
de personas organizadas para ejercer dicha actividad que
hayan iniciado un proceso de formalización conforme se
establece en el presente dispositivo.

Artículo 3º.- Proceso de Formalización de la
Actividad Minera de la Pequeña Minería y Minería
Artesanal

El Proceso de Formalización de la Actividad Minera de
Pequeña Minería y Minería Artesanal, es aquél mediante
el cual se establecen y administran los requisitos, plazos y
procedimientos para que el sujeto de formalización pueda
cumplir con la legislación vigente.

El sujeto de formalización a que se refiere el párrafo
anterior puede ser una persona natural, una persona
jurídica o un grupo de personas organizadas para ejercer
dicha actividad.

El Proceso de Formalización culmina en un plazo
máximo de veinticuatro (24) meses. Por Decreto Supremo
refrendado por el Ministro de Energía y Minas podrá
ampliarse el mencionado plazo.

Artículo 4º.- Pasos para la Formalización de la
Actividad Minera de la Pequeña Minería y Minería
Artesanal

La formalización podrá ser iniciada o continuada,
según sea el caso, por aquéllos que realizan la actividad
cumpliendo con los pasos siguientes:



31/7/23, 16:46 DECRETO LEGISLATIVO N° 1104 - Norma Legal Diario Oficial El Peruano

https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/decreto-legislativo-que-modifica-la-legislacion-sobre-perdi-decreto-legislativo-n-1104-778570-1/ 10/10

De conformidad con lo establecido en el artículo 104ºde la Constitución Política del Perú;
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la

República;

1. Presentación de Declaración de Compromisos.
2. Acreditación de Titularidad, Contrato de Cesión,

Acuerdo o Contrato de Explotación sobre la Concesión
Minera.


